
REGLAMENTO GENERAL DE LA LEY Nº 30057 LEY DEL SERVICIO CIVIL 

 

TÍTULO VI: RÉGIMEN DISCIPLINARIO Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

 

CAPÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 90.- Ámbito de Aplicación 

 

Las disposiciones de este Título se aplican a los siguientes servidores civiles: 

 

a) Los funcionarios públicos de designación o remoción regulada, con excepción del Defensor del 

Pueblo, el Contralor General de la República, los miembros del Jurado Nacional de Elecciones, 

los miembros del Consejo Nacional de la Magistratura, el Jefe de la Oficina Nacional de Procesos 

Electorales, el Jefe del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, los miembros del 

Directorio del Banco Central de Reserva y el Superintendente de Banca, Seguros y 

Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones. 

b) Los funcionarios públicos de libre designación y remoción, con excepción de los Ministros de 

Estado. 

c) Los directivos públicos; 

d) Los servidores civiles de carrera; 

e) Los servidores de actividades complementarias y 

f) Los servidores de confianza. 

 

Los funcionarios públicos de elección popular, directa y universal se encuentran excluidos de la 

aplicación de las disposiciones del presente Título. Su responsabilidad administrativa se sujeta a los 

procedimientos establecidos en cada caso. 

 

Artículo 91.- Responsabilidad administrativa disciplinaria 

 

La responsabilidad administrativa disciplinaria es aquella que exige el Estado a los servidores civiles por 

las faltas previstas en la Ley que cometan en el ejercicio de las funciones o de la prestación de servicios, 

iniciando para tal efecto el respectivo procedimiento administrativo disciplinario e imponiendo la sanción 

correspondiente, de ser el caso. 

 

Los procedimientos desarrollados por cada entidad deben observar las disposiciones de la Ley y este 

Reglamento, no pudiendo otorgarse condiciones menos favorables que las previstas en estas 

disposiciones. La instrucción o decisión sobre la responsabilidad administrativa disciplinaria de los 

servidores civiles no enerva las consecuencias funcionales, civiles y/o penales de su actuación, las 

mismas que se exigen conforme a la normativa de la materia. 

 

Artículo 92.- Principios de la potestad disciplinaria  

 

La potestad disciplinaria se rige por los principios enunciados en el artículo 230 de la Ley 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General, sin perjuicio de los demás principios que rigen el poder punitivo 

del Estado. 

 

Artículo 93.- Autoridades competentes del procedimiento administrativo disciplinario 

 

93.1. La competencia para conducir el procedimiento administrativo disciplinario y sancionar 

corresponde, en primera instancia, a: 

 

a) En el caso de la sanción de amonestación escrita, el jefe inmediato instruye y sanciona, y el jefe 

de recursos humanos, o el que haga sus veces, oficializa dicha sanción. 

b) En el caso de la sanción de suspensión, el jefe inmediato es el órgano instructor y el jefe de 

recursos humanos, o el que haga sus veces, es el órgano sancionador y quien oficializa la sanción. 

c) En el caso de la sanción de destitución, el jefe de recursos humanos es el órgano instructor, y el 

titular de la entidad es el órgano sancionador y quien oficializa la sanción. 



 

La oficialización se da a través del registro de la sanción en el legajo y su comunicación al 

servidor. 

 

93.2. Cuando se le haya imputado al jefe de recursos humanos, o quien haga sus veces, la comisión de 

una infracción, para el caso contemplado en el literal  

 

a) precedente, instruye y sanciona su jefe inmediato y en los demás casos instruye el jefe inmediato 

y sanciona el titular de la entidad. 

 

93.3. En los casos de progresión transversal, la competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria 

corresponde al jefe inmediato, al jefe de recursos humanos o al titular de entidad en la que se cometió la 

falta, conforme al tipo de sanción a ser impuesta y los criterios antes detallados; sin perjuicio de que la 

sanción se ejecute en la entidad en la que al momento de ser impuesta el servidor civil presta sus 

servicios. 

 

93.4. En el caso de los funcionarios, el instructor será una comisión compuesta por dos (2) funcionarios 

de rango equivalente pertenecientes al Sector al cual está adscrita la Entidad y el Jefe de Recursos 

Humanos del Sector, los cuales serán designados mediante resolución del Titular del Sector 

correspondiente. 

 

Excepcionalmente, en el caso que el Sector no cuente con dos funcionarios de rango equivalente al 

funcionario sujeto a procedimiento, se podrá designar a funcionarios de rango inmediato inferior. 

 

93.5. En el caso de los funcionarios de los Gobiernos Regionales y Locales, el instructor es el Jefe 

inmediato y el Consejo Regional y el Concejo Municipal, según corresponda, nombra una Comisión Ad-

hoc para sancionar. 

 

Artículo 94.- Secretaría Técnica 

 

Las autoridades de los órganos instructores del procedimiento disciplinario cuentan con el apoyo de una 

Secretaría Técnica que puede estar compuesta por uno o más servidores. Estos servidores, a su vez, 

pueden ser servidores civiles de la entidad y ejercer la función en adición a sus funciones regulares.  

De preferencia serán abogados y son designados mediante resolución del titular de la entidad. 

 

Artículo 95.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 

 

De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la 

Autoridad del Servicio Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la 

autoridad competente para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el 

Tribunal del Servicio Civil, con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación 

escrita, que es conocida por el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 

 

La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía administrativa. 

 

Artículo 96.- Derechos e impedimentos del servidor civil en el procedimiento administrativo 

disciplinario 

 

96.1. Mientras esté sometido a procedimiento administrativo disciplinario, el servidor civil tiene derecho 

al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva y al goce de sus compensaciones. 

 

El servidor civil puede ser representado por abogado y acceder al expediente administrativo en cualquiera 

de las etapas del procedimiento administrativo disciplinario. 

 

96.2. Mientras dure dicho procedimiento no se concederá licencias por interés del servidor civil, a que se 

refiere el literal h) del Artículo 153 del Reglamento mayores a cinco (05) días hábiles. 

 



96.3. Cuando una entidad no cumpla con emitir el informe al que se refiere el segundo párrafo de la 

Segunda Disposición Complementaria Final de la Ley del Servicio Civil en un plazo máximo de diez (10) 

días hábiles, la autoridad competente formulará denuncia sin contar con dicho informe. 

 

96.4. En los casos en que la presunta comisión de una falta se derive de un informe de control, las 

autoridades del procedimiento administrativo disciplinario son competentes en tanto la Contraloría 

General de la República no notifique la Resolución que determina el inicio del procedimiento sancionador 

por responsabilidad administrativa funcional, con el fin de respetar los principios de competencia y non 

bis in ídem. 

 

Artículo 97.- Prescripción 

 

97.1. La facultad para determinar la existencia de faltas disciplinarias e iniciar el procedimiento 

disciplinario prescribe conforme a lo previsto en el artículo 94 de la Ley, a los tres (3) años calendario de 

cometida la falta, salvo que, durante ese período, la oficina de recursos humanos de la entidad, o la que 

haga su veces, hubiera tomado conocimiento de la misma. En este último supuesto, la prescripción 

operará un (01) año calendario después de esa toma de conocimiento por parte de dicha oficina, siempre 

que no hubiere transcurrido el plazo anterior. 

 

97.2. Para el caso de los ex servidores civiles, el plazo de prescripción es de dos (2) años calendario, 

computados desde que la entidad conoció de la comisión de la infracción. 

 

97.3. La prescripción será declarada por el titular de la entidad, de oficio o a pedido de parte, sin perjuicio 

de la responsabilidad administrativa correspondiente. 

 

CAPÍTULO II: FALTAS DISCIPLINARIAS 

 

Artículo 98.- Faltas que determinan la aplicación de sanción disciplinaria 

 

98.1. La comisión de alguna de las faltas previstas en el artículo 85 de la Ley, el presente Reglamento, y 

el Reglamento Interno de los Servidores Civiles - RIS, para el caso de las faltas leves, por parte de los 

servidores civiles, dará lugar a la aplicación de la sanción correspondiente. 

 

98.2. De conformidad con el artículo 85, literal a) de la Ley, también son faltas disciplinarias: 

 

a) Usar indebidamente las licencias cuyo otorgamiento por parte de la entidad es obligatorio 

conforme a las normas de la materia. No están comprendidas las licencias concedidas por razones 

personales. 

 

b) Incurrir en actos que atenten contra la libertad sindical conforme Artículo 51 del presente 

Reglamento. 

 

c) Incurrir en actos de nepotismo conforme a lo previsto en la Ley y el Reglamento. 

 

d) Agredir verbal y/o físicamente al ciudadano usuario de los servicios a cargo de la entidad. 

 

e) Acosar moral o sexualmente. 

 

f) Usar la función con fines de lucro personal, constituyéndose en agravante el cobro por los 

servicios gratuitos que brinde el Estado a poblaciones vulnerables. 

 

g) No observar el deber de guardar confidencialidad en la información conforme al Artículo 156 k) 

del Reglamento. 

 

h) Impedir el acceso al centro de trabajo del servidor civil que decida no ejercer su derecho a la 

huelga. 

 



i) Incurrir en actos de negligencia en el manejo y mantenimiento de equipos y tecnología que 

impliquen la afectación de los servicios que brinda la entidad. 

 

j) Las demás que señale la ley. 

 

98.3. La falta por omisión consiste en la ausencia de una acción que el servidor o ex servidor civil tenía 

obligación de realizar y que estaba en condiciones de hacerlo. 

 

98.4. Cuando una conducta sea considerada falta por la Ley o su Reglamento, y por la Ley Orgánica del 

Poder Judicial o la Ley Orgánica del Ministerio Público, al mismo tiempo, la Oficina de Control de la 

Magistratura o la Fiscalía Suprema de Control Interno tendrán prelación en la competencia para conocer 

la causa correspondiente. 

 

En todos los casos se observará el principio del Non Bis in Ídem. 

 

Artículo 99.- Falta por inobservancia de restricciones para ex servidores civiles 

 

Constituye falta disciplinaria la inobservancia por parte de alguno de los ex servidores civiles de las 

restricciones previstas en el artículo 241 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 

Artículo 100.- Falta por incumplimiento de la Ley Nº 27444 y de la Ley Nº 27815 

 

También constituyen faltas para efectos de la responsabilidad administrativa disciplinaria aquellas 

previstas en los artículos 11.3, 12.3, 14.3, 36.2, 38.2, 48 numerales 4 y 7, 49, 55.12, 91.2, 143.1, 143.2, 

146, 153.4, 174.1, 182.4, 188.4, 233.3 y 239 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General y en las previstas en la Ley Nº 27815, las cuales se procesan conforme a las reglas 

procedimentales del presente título. 

 

Artículo 101.- Denuncias 

 

Cualquier persona que considere que un servidor civil ha cometido una falta disciplinaria o transgredido 

el Código de Ética de la Función Pública, puede formular su denuncia ante la Secretaría Técnica, de 

forma verbal o escrita, debiendo exponer claramente los hechos denunciados y adjuntar las pruebas 

pertinentes, de ser el caso. 

 

Cuando la denuncia sea formulada en forma verbal, la Secretaría Técnica que la recibe debe brindarle al 

denunciante un formato para que este transcriba su denuncia, la firme en señal de conformidad y adjunte 

las pruebas pertinentes. 

 

La Secretaría Técnica tramita la denuncia y brinda una respuesta al denunciante en un plazo no mayor de 

treinta (30) días hábiles a partir del día siguiente de su recepción. 

 

En los casos en que la colaboración del administrado diese lugar a la apertura de un procedimiento 

disciplinario, las entidades comunicarán los resultados del mismo. El denunciante es un tercero 

colaborador de la Administración Pública. No es parte del procedimiento disciplinario. 

 

CAPÍTULO III: SANCIONES 

 

Artículo 102.- Clases de sanciones 

 

Constituyen sanciones disciplinarias las previstas en el artículo 88 de la Ley: amonestación verbal, 

amonestación escrita, suspensión sin goce de compensaciones desde un día hasta doce meses y 

destitución. Asimismo, para el caso de los ex servidores la sanción que les corresponde es la 

inhabilitación para el reingreso al servicio civil hasta por cinco (5) años, de conformidad a lo establecido 

en la Ley 27444. 

 



La resolución de sanción es notificada al servidor civil por el órgano sancionador y el cargo de la 

notificación es adjuntado al expediente administrativo, con copia al legajo. 

 

Artículo 103.- Determinación de la sanción aplicable 

 

Una vez determinada la responsabilidad administrativa del servidor público, el órgano sancionador debe: 

 

a) Verificar que no concurra alguno de los supuestos eximentes de responsabilidad previstos en este 

Título. 

 

b) Tener presente que la sanción debe ser razonable, por lo que es necesario que exista una adecuada 

proporción entra esta y la falta cometida. 

 

c) Graduar la sanción observando los criterios previstos en los artículos 87 y 91 de la Ley. 

 

La subsanación voluntaria por parte del servidor del acto u omisión imputado como constitutivo de 

infracción, con anterioridad a la notificación del inicio del procedimiento sancionador puede ser 

considerada un atenuante de la responsabilidad administrativa disciplinaria, así como cualquier otro 

supuesto debidamente acreditado y motivado. 

 

Artículo 104.- Supuestos que eximen de responsabilidad administrativa disciplinaria 

 

Constituyen supuestos eximentes de responsabilidad administrativa disciplinaria y, por tanto, determinan 

la imposibilidad de aplicar la sanción correspondiente al servidor civil: 

 

a) Su incapacidad mental, debidamente comprobada por la autoridad competente. 

 

b) El caso fortuito o fuerzas mayores, debidamente comprobadas. 

 

c) El ejercicio de un deber legal, función, cargo o comisión encomendada. 

 

d) El error inducido por la Administración, a través de un acto o disposición confusa o ilegal. 

 

e) La actuación funcional en caso de catástrofe o desastres, naturales o inducidos, que hubieran 

determinado la necesidad de ejecutar acciones inmediatas e indispensables para evitar o superar la 

inminente afectación de intereses generales como la vida, la salud, el orden público, etc. 

 

f) La actuación funcional en privilegio de intereses superiores de carácter social, o relacionados a la 

salud u orden público, cuando, en casos diferentes a catástrofes o desastres naturales o inducidos, 

se hubiera requerido la adopción de acciones inmediatas para superar o evitar su inminente 

afectación. 

 

Artículo 105.- Inhabilitación automática 

 

Una vez que la sanción de destitución quede firme o se haya agotado la vía administrativa, el servidor 

civil quedará automáticamente inhabilitado para el ejercicio del servicio civil por un plazo de cinco (5) 

años calendario. 

 

A efectos de dar a conocer tal inhabilitación a todas las entidades, la imposición de la sanción de 

destitución debe ser inscrita en el Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido, a más tardar, 

al día siguiente de haber sido notificada al servidor civil. 

 

CAPÍTULO IV: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 

 

Artículo 106.- Fases del procedimiento administrativo disciplinario 

 

El procedimiento administrativo disciplinario cuenta con dos fases: la instructiva y la sancionadora. 



 

a) Fase instructiva 

 

Esta fase se encuentra a cargo del órgano instructor y comprende las actuaciones conducentes a la 

determinación de la responsabilidad administrativa disciplinaria. 

 

Se inicia con la notificación al servidor civil de la comunicación que determina el inicio del 

procedimiento administrativo disciplinario, brindándole un plazo de cinco (05) días hábiles para 

presentar su descargo, plazo que puede ser prorrogable. 

 

Vencido dicho plazo, el órgano instructor llevará a cabo el análisis e indagaciones necesarios para 

determinar la existencia de la responsabilidad imputada al servidor civil, en un plazo máximo de 

quince (15) días hábiles. 

 

La fase instructiva culmina con la emisión y notificación del informe en el que el órgano 

instructor se pronuncia sobre la existencia o no de la falta imputada al servidor civil, 

recomendando al órgano sancionador la sanción a ser impuesta, de corresponder. 

 

b) Fase sancionadora 

 

Esta fase se encuentra a cargo del órgano sancionador y comprende desde la recepción del 

informe del órgano instructor, hasta la emisión de la comunicación que determina la imposición 

de sanción o que determina la declaración de no a lugar, disponiendo, en este último caso, el 

archivo del procedimiento. 

 

El órgano sancionador debe emitir la comunicación pronunciándose sobre la comisión de la 

infracción imputada al servidor civil, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes de haber 

recibido el informe del órgano instructor, prorrogable hasta por diez (10) días hábiles adicionales, 

debiendo sustentar tal decisión. 

 

Entre el inicio del procedimiento administrativo disciplinario y la notificación de la comunicación 

que impone sanción o determina el archivamiento del procedimiento, no puede transcurrir un 

plazo mayor a un (01) año calendario. 

 

Artículo 107.- Contenido del acto que determina el inicio del procedimiento administrativo 

disciplinario 

 

La resolución que da inicio al procedimiento administrativo disciplinario debe contener: 

 

a) La identificación del servidor civil. 

 

b) La imputación de la falta, es decir, la descripción de los hechos que configurarían la falta. 

 

c) La norma jurídica presuntamente vulnerada. 

 

d) La medida cautelar, en caso corresponda. 

 

e) La sanción que correspondería a la falta imputada 

 

f) El plazo para presentar el descargo. 

 

g) Los derechos y las obligaciones del servidor civil en el trámite del procedimiento. 

 

h) Los antecedentes y documentos que dieron lugar al inicio del procedimiento. 

 

i) La autoridad competente para recibir los descargos y el plazo para presentarlos. 

 



El acto de inicio deberá notificarse al servidor civil dentro del término de tres (3) días contados a partir 

del día siguiente de su expedición y de conformidad con el régimen de notificaciones dispuesto por la Ley 

Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. El incumplimiento del plazo indicado no 

genera la prescripción o caducidad de la acción disciplinaria. 

 

El acto de inicio con el que se imputan los cargos deberá ser acompañado con los antecedentes 

documentarios que dieron lugar al inicio del procedimiento administrativo disciplinario y no es 

impugnable. 

 

Artículo 108.- Medidas cautelares 

 

De acuerdo con el artículo 96 de la Ley, las medidas cautelares que excepcionalmente podrá adoptar la 

entidad son: 

 

a) Separar al servidor de sus funciones y ponerlo a disposición de la Oficina de recursos humanos, o 

la que haga sus veces, para realizar trabajos que le sean asignados de acuerdo con su especialidad. 

 

b) Exonerar al servidor civil de la obligación de asistir al centro de trabajo. Las medidas cautelares 

pueden ser adoptadas al inicio o durante el procedimiento administrativo disciplinario sin 

perjuicio del pago de la compensación económica correspondiente. 

 

Excepcionalmente, pueden imponerse antes del inicio del procedimiento, siempre que el órgano 

instructor determine que la falta presuntamente cometida genera la grave afectación del interés 

general. La medida provisional se encuentra condicionada al inicio del procedimiento 

administrativo disciplinario. 

 

Artículo 109.- Cese de los efectos de las medidas cautelares 

 

Cesan los efectos de las medidas cautelares en los siguientes casos: 

 

a) Con la emisión de la resolución administrativa que pone fin al procedimiento disciplinario. 

 

b) Si en el plazo de cinco (5) días hábiles de adoptada no se comunica al servidor civil la resolución 

que determina el inicio del procedimiento. 

 

c) Cuando cesan las razones excepcionales por las cuales se adoptó la medida provisional. 

 

d) Cuando haya transcurrido el plazo fijado para su ejecución. 

 

Artículo 110.- Del plazo legal para la emisión y notificación de la resolución que pone fin al 

procedimiento 

 

Si la medida cautelar fuera impuesta durante el procedimiento y si el órgano sancionador requiere de un 

plazo mayor a diez (10) días hábiles para resolver, la medida cautelar que se haya dispuesto tendrá que ser 

renovada expresamente. 

 

Lo mismo será de aplicación en el caso que la medida cautelar haya sido impuesta antes del inicio del 

procedimiento administrativo disciplinario. 

 

Artículo 111.- Presentación de descargo 

 

El servidor civil tendrá derecho a acceder a los antecedentes que dieron origen a la imputación en su 

contra, con la finalidad que pueda ejercer su derecho de defensa y presentar las pruebas que crea 

conveniente. 

 



Puede formular su descargo por escrito y presentarlo al órgano instructor dentro del plazo de cinco (05) 

días hábiles, el que se computa desde el día siguiente de la comunicación que determina el inicio del 

procedimiento administrativo disciplinario. 

 

Corresponde, a solicitud del servidor, la prórroga del plazo. El instructor evaluará la solicitud presentada 

para ello y establecerá el plazo de prórroga. Si el servidor civil no presentara su descargo en el 

mencionado plazo, no podrá argumentar que no pudo realizar su defensa. 

Vencido el plazo sin la presentación de los descargos, el expediente queda listo para ser resuelto. 

 

Artículo 112.- Informe Oral 

 

Una vez que el órgano instructor haya presentado su informe al órgano sancionador, este último deberá 

comunicarlo al servidor civil a efectos de que el servidor civil pueda ejercer su derecho de defensa a 

través de un informe oral, ya sea personalmente o a través de su abogado. 

 

El servidor civil debe presentar la solicitud por escrito; por su parte, el órgano sancionador deberá 

pronunciarse sobre esta en un plazo máximo de dos (02) días hábiles, indicando el lugar, fecha u hora en 

que se realizará el informe oral. 

 

Artículo 113.- Actividad probatoria 

 

Los órganos que conducen el procedimiento administrativo disciplinario ordenan la práctica de las 

diligencias necesarias para la determinación y comprobación de los hechos y, en particular, la actuación 

de las pruebas que puedan conducir a su esclarecimiento y a la determinación de responsabilidades. 

 

La entidad se encuentra obligada a colaborar con los órganos encargados de conducir el procedimiento, 

facilitándoles los antecedentes y la información que soliciten, así como los recursos que precisen para el 

desarrollo de sus actuaciones. 

 

Artículo 114.- Contenido del informe del órgano instructor 

 

El informe que deberá remitir el órgano instructor al órgano sancionador debe contener: 

 

a) Los antecedentes del procedimiento. 

 

b) La identificación de la falta imputada, así como de la norma jurídica presuntamente vulnerada. 

 

c) Los hechos que determinarían la comisión de la falta. 

 

d) Su pronunciamiento sobre la comisión de la falta por parte del servidor civil. 

 

e) La recomendación de la sanción aplicable, de ser el caso. 

 

f) Proyecto de resolución, debidamente motivada. 

 

El órgano sancionador puede apartarse de las recomendaciones del órgano instructor, siempre y cuando 

motive adecuadamente las razones que lo sustentan. 

 

 

Artículo 115.- Fin del procedimiento en primera instancia 

 

La resolución del órgano sancionador pronunciándose sobre la existencia o inexistencia de 

responsabilidad administrativa disciplinaria pone fin a la instancia. 

 

Dicha resolución debe encontrarse motivada y debe ser notificada al servidor civil a más tardar dentro de 

los cinco (05) días hábiles siguientes de haber sido emitida. 

 



Si la resolución determina la inexistencia de responsabilidad administrativa disciplinaria, también deberá 

disponer la reincorporación del servidor civil al ejercicio de sus funciones, en caso se le hubiera aplicado 

alguna medida provisional. 

 

El acto que pone fin al procedimiento disciplinario en primera instancia debe contener, al menos: 

 

a) La referencia a la falta incurrida, lo cual incluye la descripción de los hechos y las normas 

vulneradas, debiendo expresar con toda precisión su responsabilidad respecto de la falta que se 

estime cometida. 

 

b) La sanción impuesta. 

 

c) El plazo para impugnar. 

 

d) La autoridad que resuelve el recurso de apelación. 

 

Artículo 116.- Ejecución de las sanciones disciplinarias 

 

Las sanciones disciplinarias son eficaces a partir del día siguiente de su notificación. La destitución 

acarrea la inhabilitación automática para el ejercicio de la función pública una vez que el acto que impone 

dicha sanción quede firme o se haya agotado la vía administrativa. 

 

Artículo 117.- Recursos administrativos 

 

El servidor civil podrá interponer recurso de reconsideración o de apelación contra el acto administrativo 

que pone fin al procedimiento disciplinario de primera instancia, dentro de los quince (15) días hábiles 

siguientes de su notificación y debe resolverse en el plazo de treinta (30) días hábiles. 

 

La segunda instancia se encuentra a cargo del Tribunal del Servicio Civil y comprende la resolución de 

los recursos de apelación, lo que pone término al procedimiento sancionador en la vía administrativa. 

 

Los recursos de apelación contra las resoluciones que imponen sanción son resueltos por el Tribunal 

dentro de los quince (15) días hábiles siguientes de haber declarado que el expediente está listo para 

resolver. 

 

La interposición de los medios impugnatorios no suspende la ejecución del acto impugnado, salvo por lo 

dispuesto en el artículo anterior. 

 

Artículo 118.- Recursos de reconsideración 

 

El recurso de reconsideración se sustentará en la presentación de prueba nueva y se interpondrá ante el 

órgano sancionador que impuso la sanción, el que se encargará de resolverlo. Su no interposición no 

impide la presentación del recurso de apelación. 

 

Artículo 119.- Recursos de apelación 

 

El recurso de apelación se interpondrá cuando la impugnación se sustente en diferente interpretación de 

las pruebas producidas, se trate de cuestiones de puro derecho o se cuente con nueva prueba instrumental. 

Se dirige a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna quien eleva lo actuado al superior 

jerárquico para que resuelva o para su remisión al Tribunal del Servicio Civil, según corresponda. La 

apelación no tiene efecto suspensivo. 

 

Artículo 120.- Agotamiento de la vía administrativa 

 

La resolución del Tribunal del Servicio Civil que resuelve el recurso de apelación o la denegatoria ficta, 

agotan la vía administrativa, por lo que no cabe interponer recurso alguno. Contra las decisiones del 

Tribunal, corresponde interponer demanda contencioso administrativa. 



 

CAPÍTULO V: Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido 

 

Artículo 121.- Objeto, finalidad y alcance 

 

El Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido, en adelante el Registro, es una herramienta 

del sistema administrativo de gestión de recursos humanos, donde se inscriben y se actualizan las 

sanciones impuestas a los servidores públicos, cuyo registro es obligatorio, las mismas que se publicitan a 

través del módulo de consulta ciudadana. 

 

El Registro tiene por finalidad que las entidades públicas garanticen el cumplimiento de las sanciones y 

no permitan la prestación de servicios en el Estado a personas con inhabilitación vigente, así como 

contribuir al desarrollo de un Estado transparente. 

 

El Registro alerta a las entidades sobre las inhabilitaciones impuestas a los servidores civiles conforme a 

las directivas de SERVIR. 

 

Artículo 122.- Publicidad, Legitimación y Permanencia del Registro 

 

El Registro es público. Se garantiza el acceso a su información a toda persona mediante el módulo de 

consulta ciudadana. Ninguna entidad pública del Estado podrá alegar desconocimiento o ignorancia de las 

sanciones inscritas en el Registro. 

 

Las entidades están obligadas a inscribir las sanciones en el Registro conforme al contenido literal del 

acto administrativo de sanción. Las inscripciones se presumen exactas al contenido del acto 

administrativo de sanción, son válidas y producen todos sus efectos. 

 

Las sanciones que no se encuentren vigentes continuarán registradas permanentemente, siendo 

visualizadas únicamente por SERVIR, salvo las excepciones establecidas por norma. 

 

Habiendo perdido vigencia la sanción o generada la rehabilitación del servidor, SERVIR únicamente 

puede brindar información de sanciones o inhabilitaciones no vigentes al Poder Judicial, a la Contraloría 

General de la República u otra entidad señalada por norma, en el marco de sus funciones. 

 

Artículo 123.- Administración y Supervisión del Registro 

 

SERVIR administra el Registro, dicta las directivas para su funcionamiento y supervisa el cumplimiento 

de las obligaciones de las entidades públicas. Lo anterior es sin perjuicio de la competencia de la 

Contraloría General de la República y los Órganos de Control Institucional de cada Entidad para 

determinar las responsabilidades correspondientes de los servidores civiles en caso de incumplimiento o 

irregularidades. 

 

Artículo 124.- Sanciones materia de inscripción en el Registro 

 

En el Registro se inscriben las siguientes sanciones: 

 

a) Destitución o despido y suspensión, independientemente del régimen laboral en el que fueron 

impuestas. El jefe de recursos humanos, o quien haga sus veces, es el responsable de su 

inscripción, y Contraloría General de la República en el caso de sanciones por responsabilidad 

administrativa funcional. 

 

b) Inhabilitaciones ordenadas por el Poder Judicial. 

 

c) Otras que determine la normatividad. 

 

Artículo 125.- Obligaciones de las entidades públicas respecto al Registro 

 



Las entidades públicas del Estado que tienen la potestad de emitir sanciones que se deben inscribir en el 

Registro tienen las siguientes obligaciones: 

 

a) Obtener usuario en el aplicativo del Registro. 

 

b) Actualizar los usuarios en el Registro en caso ocurra el término del vínculo con la entidad, de la 

designación, de la encargatura y otros en un plazo no mayor a cinco (05) días contados desde la 

ocurrencia. 

 

c) Inscribir las sanciones indicadas en el Artículo 124 del Reglamento, así como sus modificaciones 

y rectificaciones tramitadas de acuerdo con el procedimiento correspondiente. 

 

d) Responder por la legalidad y los efectos de las sanciones registradas. 

 

e) Consultar en el Registro si los participantes de los procesos de selección, independientemente del 

régimen, se encuentran con inhabilitación para ejercer la función pública u otra sanción. 

 

f) Si la contratación de una persona ocurre mientras tiene la condición de inhabilitada, el vínculo 

con la entidad concluirá automáticamente de conformidad al literal h) del artículo 49º de la Ley, 

sin perjuicio de la determinación de la responsabilidad administrativa, civil y penal que 

corresponda. 

 

g) Las demás que resulten necesarias para el diligenciamiento y desarrollo del Registro. 

 

Artículo 126.- Inhabilitaciones ordenadas por el Poder Judicial 

 

Cuando el órgano jurisdiccional emita sentencia consentida y/o ejecutoriada con condena de 

inhabilitación en los supuestos de los numerales 1 o 2 del artículo 36º del Código Penal, como pena 

principal o accesoria, debe notificar copia del cargo de notificación del condenado a la entidad pública en 

la cual tiene o ha tenido vínculo laboral o contractual, para que proceda a realizar la inscripción en el 

Registro. 

 

Artículo 127.- Certificados de no encontrarse inhabilitado 

 

En los procesos de incorporación, las entidades se encuentran prohibidas de solicitar la presentación de 

constancias de no encontrarse con sanción vigente en el Registro. 

 

Corresponde a las entidades verificar durante el proceso de incorporación, que los postulantes se 

encuentren habilitados para prestar servicios en la administración pública. SERVIR puede emitir 

certificados de no encontrarse inhabilitado para incorporarse al servicio civil a solicitud de parte y previo 

pago de la tasa correspondiente. 

 

 

 

 


